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LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA EN EL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE.

	TEXTO VIGENTE
	TEXTO PROPUESTO

	ARTÍCULO 1º. La presente ley tiene por objeto la prevención y sanción de la tortura. Se aplicará en el territorio del Estado en materia de fuero común
	ARTÍCULO 1º. La presente ley tiene por objeto, la prevención y sanción de la tortura. Se aplicará en el territorio del Estado en materia de fuero común bajo los principios emanados de los compromisos en materia de derechos humanos suscritos por México en el ámbito internacional, en especial en los principios de igualdad entre mujeres y hombres, no discriminación y respeto a la dignidad y libertad de las personas.

	ARTÍCULO 2º. …
II. La organización de cursos de capacitación de su personal para que conozca y fomente el respeto a los Derechos Humanos, primordialmente los relativos a la vida, la libertad y la seguridad de las personas. El seguimiento y la aprobación de estos cursos son requisitos que deben cumplir previamente quienes pretenden ingresar a cualquiera de los cuerpos policiacos.

III. La profesionalización de los cuerpos policiales, y

IV. La profesionalización de los servidores públicos que participen en la custodia y tratamiento de toda persona sometida a aprehensión, arresto o prisión.
	ARTÍCULO 2º. …
II. La organización de cursos de capacitación de su personal en un marco de equidad de género, para que conozca y fomente el respeto a los Derechos Humanos  primordialmente los relativos a la vida, la libertad y la seguridad de las personas. El seguimiento y la aprobación de estos cursos son requisitos que deben cumplir previamente quienes pretenden ingresar a cualquiera de los cuerpos policíacos.

III. La profesionalización de los cuerpos policiales, en materia de derechos humanos en general y en particular del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, equidad de género y la no discriminación, como parte sustantiva del desarrollo profesional-ético, y

IV. La profesionalización en los términos señalados en el inciso que antecede de las y los servidores públicos que participen en la custodia y tratamiento de toda persona sometida a aprehensión, arresto o prisión.

	ARTÍCULO 3º. Comete el delito de tortura, el que inflija dolosamente a cualquier persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o síquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una conducta determinada.
	ARTÍCULO 3º. Comete el delito de tortura, quien inflija dolosamente a cualquier persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o síquicos, con el fin de obtener de ella o de una tercera persona información o una confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una conducta determinada.

	ARTÍCULO 4º. Son responsables del delito de tortura:

a) Los miembros del Ministerio Público, de la Policía Judicial y los de cualquier otra corporación policiaca del Estado o de sus municipios;

b) Los servidores públicos que ordenen, instiguen, compelan o induzcan a su comisión, la cometan directamente o pudiendo impedirla no lo hagan, y

c) Los terceros instigados o autorizados implícita o explícitamente por alguno de los servidores públicos señalados en los incisos anteriores.
	ARTÍCULO 4º. Son responsables del delito de tortura:

a) Las personas integrantes del Ministerio Público, de la Policía Judicial y las de cualquier otra corporación policíaca del Estado o de sus municipios;

b) Las personas al servicio público que ordenen, instiguen, compelan o induzcan a su comisión, la cometan directamente o pudiendo impedirla no lo hagan, y

c) Las terceras personas instigadas o autorizadas implícita o explícitamente por las personas al servicio público que se señalan en los incisos anteriores.

	ARTÍCULO 7º. No son causas de justificación ni circunstancias atenuantes de las penas que se invoquen o existan situaciones excepcionales, como inestabilidad política, urgencia en la investigación, haber recibido la orden para aplicar la tortura de un superior jerárquico o de otra autoridad ni circunstancia alguna de naturaleza similar.
	ARTÍCULO 7º. No son causas de justificación ni circunstancias atenuantes de las penas que se invoquen o existan situaciones excepcionales, como inestabilidad política, urgencia en la investigación, haber recibido la orden para aplicar la tortura de una o un superior jerárquico o de otra autoridad ni circunstancia alguna de naturaleza similar.

	ARTÍCULO 8º. En el momento que lo solicite cualquier detenido o reo deberá ser reconocido por perito médico; a falta de éste, o si además lo requiere, por un médico de su elección. El que practique el reconocimiento queda obligado a expedir inmediatamente el certificado correspondiente y, en caso de apreciar que se han infligido dolores o sufrimientos graves, lo hará del conocimiento de la autoridad competente.

También puede solicitar el reconocimiento médico el defensor del detenido o reo.
	ARTÍCULO 8º. En el momento que lo solicite cualquier  persona que se encuentre detenida o presa deberá ser reconocida por una o un perito médico; si no hubiere, o si además lo requiere, por la médica o el médico de su elección. Quien practique el reconocimiento deberá expedir inmediatamente el certificado correspondiente y, en caso de apreciar que se han infligido dolores o sufrimientos graves, lo hará del conocimiento de la autoridad competente.

También puede solicitar el reconocimiento médico la defensora o defensor de la persona detenida o presa.

	ARTÍCULO 9º. El responsable del delito previsto en esta ley estará obligado a cubrir los gastos de asesoría legal, atención médica, hospitalarios, funerarios, de rehabilitación o cualquiera otra índole erogados por la víctima, sus familiares o terceros, como consecuencia del delito.

Asimismo, estará obligado a reparar el daño y a indemnizar por los perjuicios causados a la víctima o a sus dependientes económicos en los siguientes casos:
…
Para fijar los montos correspondientes el juez tomará en cuenta la magnitud del daño causado.
	ARTÍCULO 9º. La persona responsable del delito previsto en esta ley estará obligada a cubrir los gastos de asesoría legal, atención médica, hospitalarios, funerarios, de rehabilitación o cualquiera otra índole erogados por la víctima, sus familiares o terceras personas, como consecuencia del delito.

Asimismo, estará obligada a reparar el daño y a indemnizar por los perjuicios causados a la víctima o a quienes dependan o hayan dependido económicamente de ella, en los siguientes casos:
…
Para fijar los montos correspondientes la jueza o juez tomará en cuenta la magnitud del daño causado.

	ARTÍCULO 10. El servidor público que en ejercicio de sus funciones conozca de un hecho de tortura está obligado a denunciarlo de inmediato; si no lo hiciere, se le impondrán de uno a cuatro años de prisión y multa de treinta a trescientos días de salario, sin perjuicio de lo que establezcan otras leyes y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 5º de este ordenamiento.
	ARTÍCULO 10. La persona al servicio público que en ejercicio de sus funciones conozca de un hecho de tortura está obligada u obligado a denunciarlo de inmediato; si no lo hiciere, se le impondrán de uno a cuatro años de prisión y multa de treinta a trescientos días de salario, sin perjuicio de lo que establezcan otras leyes y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 5º de este ordenamiento.
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